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PRESENTACIÓN

PRESENTACIÓN

El libro que tiene el lector entre sus manos es el producto principal del trabajo que el equipo de investigación del Proyecto de Investigación del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades HAR2017-82194, bajo el título El profranquismo estadounidense y británico durante la primera Guerra Fría: protagonistas, agendas, estrategias de influencia e interlocutores españoles (1945-1960) ha venido desarrollando a lo largo del período 2018-2021. Un equipo coordinado por mí y que ha contado con los profesores Pablo León Aguinaga (Centro Universitario de Defensa-Universidad de Zaragoza), Emilio Sáenz-Francés (Universidad Pontificia de Comillas) y José Antonio Montero (Universidad Complutense de Madrid) en tanto que investigadores, y con el profesor Wayne H. Bowen (University of Central Florida) como colaborador.

Este libro constituye el producto principal, pero no único, de nuestro trabajo conjunto dado que próximamente aparecerá publicada, de la mano del Proyecto y del profesor León Aguinaga, la edición crítica del Spanish Diary del Encargado de negocios estadounidense en Madrid entre marzo de 1946 y junio de 1947 Philip Bonsal, un texto inédito de excepcional interés[1]. Por lo demás, a lo largo de estos casi cuatro años, nuestro equipo ha presentado en simposios y congresos los avances que cada uno de nosotros iba logrando. Lo ha hecho en concreto en el curso de la 5th International Conference on Historical Links Between Spain and North America. Relationships in Time of Crisis (Alcalá de Henares, 24-26 de abril 2019), organizando y desarrollando el panel Nuevas Aportaciones al Estudio del Profranquismo estadounidense y británico: de la Guerra Civil a la Primera Guerra Fría. Y, muy recientemente, en el XV Congreso de la Asociación de Historia Contemporánea La Historia habitada. Sujetos, procesos y retos de la Historia Contemporánea del siglo xxi (Córdoba, 9-11 de septiembre de 2021), organizando y participando en el taller Estados Unidos y el Mundo del siglo xx. La metamorfosis del poder americano y el caso de España.

La hipótesis general que nos movió en 2017 a solicitar el Proyecto e iniciar la investigación fue la de la destacada influencia de determinados grupos de presión, sectores de la Administración —incluyendo las fuerzas armadas— y del poder legislativo, personalidades y sectores profranquistas en Estados Unidos destacadamente, aunque también en Reino Unido, sobre la política de estos dos países hacia España a raíz del estallido de la Guerra Fría y durante su primera gran etapa. Influencia motivada por intereses económicos, actitudes ideológicas y cálculos estratégicos que entroncaba en algunos casos con posiciones ya existentes en esos países en períodos anteriores, como el de Entreguerras, la Guerra Civil española y la Segunda Guerra Mundial. Sobre tal influencia pesaron la propia acción del régimen franquista y la situación de cada país, pero sólo resultó exitosa al entroncar con decisiones estratégicas de sus gobiernos en el contexto de la consolidación del nuevo paradigma dominante anticomunista de la Guerra Fría. Una hipótesis que se ha visto ampliamente confirmada.

La tarea que nos impusimos al empezar era considerable, y se hizo planteando aproximaciones temáticas y cronológicas diversas. En primer lugar, la perspectiva desde la política monetaria y crediticia, de la mano de José Antonio Montero Jiménez, quién se ha encargado de investigar los antecedentes durante la Dictadura de Primo de Rivera y, sobre todo, durante la etapa de la Segunda República, de todo lo referente a la búsqueda española de préstamos privados y públicos en Estados Unidos. Ello le ha permitido poder establecer notables e insólitas continuidades a diferentes niveles y prácticas —incluso en personal político y funcionarial español—, así como cuestionar las versiones que han venido interpretando las relaciones Estados Unidos-España republicana desde una perspectiva excesivamente sesgada ideológicamente, por anticomunista. La importancia de su aproximación queda plasmada en el primer capítulo del libro, titulado Los Estados Unidos y la II República Española (1931-1936): una aproximación a través de la política monetaria.

Una línea que ha continuado para los años de la Guerra Civil y la Segunda Guerra Mundial y, sobre todo, durante la primera Guerra Fría, Pablo León Aguinaga en su investigación, reflejada en el segundo capítulo de libro, el titulado.

Betting On Franco. El Chase, La World Commerce Corporation y las relaciones hispanonorteamericanas (1936-1952). León muestra el papel clave ejercido por determinados sectores financieros y empresariales estadounidenses en el reencuentro bilateral de Estados Unidos y España. Primero, durante los años de mayor aislamiento diplomático del Régimen, es decir, entre 1945 y 1947, y, después, en paralelo a los contactos que acabarían llevando a los Pactos de Madrid de 1953. Su investigación se ha centrado en bancos como el Chase National y empresas como la World Commerce Corporation y ha reseguido la trayectoria y actuaciones de dos ejecutivos fundamentales de las mismas, Alfred W. Barth y Frank T. Ryan respectivamente. Dos hombres clave que utilizaron contactos, redes y mecanismos financieros urdidos durante la guerra mundial en España, cuando habían sido esenciales en el diseño y ejecución de las actividades económicas clandestinas de compañías o agencias estatales estadounidenses, como la US Commercial Corporation y de la Office of Strategic Services (a la sucesora de una de las cuales —la CIA— la WCC continuó ligada durante años). Estas corporaciones se convertirían en socias privilegiadas del régimen franquista y resultarían fundamentales por su contribución de la «normalización» de las relaciones financieras entre los dos países, incluyendo, ni más ni menos, el Programa Dólar-Peseta, vigente entre 1952 y 1959.

Por su parte, y en un campo tan tratado por la historiografía como el de las relaciones diplomáticas entre España y Estados Unidos —y entre Estados Unidos y España— durante el período 1945-1953, no se había cuestionado, con alguna excepción, un auténtico concepto-talismán utilizado profusamente en los análisis, el del llamado «Spanish Lobby». Un concepto surgido en la historiografía estadounidense, que tuvo algún desarrollo y controversia en ese país, pero no en el nuestro. Al él he dedicado parte de mi propia investigación, plasmada en el libro en el capítulo dedicado a la reconstrucción de las actuaciones de los franquistas en Estados Unidos entre 1948 y 1950 —La lucha por el cambio de la política estadounidense hacia la España franquista de los años 1948-1950: José Félix de Lequerica, lobbystas contratados, senadores «amigos», Spanish Lobby y Spanish Bloc, que de hecho incluye también 1951. Lo he hecho por la vía de diferenciar a los lobbystas realmente contratados por Lequerica —el «inspector» de embajadas y responsable de facto de la embajada en Washington— a principios de 1949, y que fueron el abogado Charles P. Clark, el padre Joseph F. Thorning y el bufete Cummings, Stanley, Truitt & Cross, de otros sectores actuantes en el Congreso a favor de la España de Franco, cuestionando de paso tanto la existencia de un lobby organizado y jerarquizado como su presunta dirección, directa o indirecta, por la embajada. He identificado a los congresistas profranquistas, que no siempre actuaron en relación con la embajada sino también de motu propio y en función de sus intereses y/o de los de sectores de los estados a los que representaban; a sectores económicos y financieros con intereses presentes o futuros en España, que actuaron igualmente en o sobre el Congreso —y también fuera de él— para lograr sus objetivos; y he diferenciado el mundo del Congreso del que he denominado Spanish Bloc, es decir, el variado conjunto de los pro-franquistas activos que, desde la Guerra Civil española en algunos casos, la Segunda Guerra Mundial, y sobre todo durante la primera Guerra Fría, venían trabajando en pro de una extensión significativa de la opinión favorable a España en su país.

Por otra parte, el análisis de las actuaciones de los franquistas me ha llevado a concluir que el cambio de política estadounidense hacia el régimen franquista no fue fundamentalmente el resultado de la actuación de Lequerica —algo que él tendió a atribuirse ya en aquella etapa y durante mucho tiempo después—, sino al cambio de política adoptado por Estados Unidos en 1950 a raíz del estallido de la Guerra de Corea. Por un antifranquista presidente Truman que, a su vez, y ésta es otra de mis conclusiones, tampoco logró, a pesar de intentarlo junto con el secretario de Estado Acheson, cambios políticos y económicos internos del Régimen.

Un aspecto en buena parte inédito de las relaciones entre los dos países es el abordado en el libro por el capítulo obra del profesor Wayne H. Bowen, In Support of Our Prestige and Our Values: The Spanish Lobby and Local Politics in the US, 1945-1955. En él estudia las actuaciones de las autoridades consulares franquistas de San Francisco y de Los Angeles, en California, abandonando el enfoque espacial dominante en la historiografía, que no ha sido otro que el basado en el eje Washington D.C.-Nueva York. Su trabajo muestra cómo el consulado de San Francisco tuvo que operar en medio de un ambiente hostil antifranquista, lo que le diferenció del de Los Angeles, que centró su gestión fundamentalmente en aspectos culturales, religiosos e históricos ligados a la herencia hispánica, en estrecha relación con la jerarquía, clero, universidades y sectores de la población católica, con considerable éxito. Todo lo cual lleva al autor a concluir que el Oeste del país podría haber adelantado al Este a la hora de la «normalización» de España en Estados Unidos.

Por último, la investigación del profesor Sáenz-Francés, plasmada en el capítulo ¿Derribar a Franco? Gran Bretaña, España y el Nuevo Orden Mundial 1945-1951, tomando como antecedente el análisis de la política británica hacia España durante la Segunda Guerra Mundial, estudia el cambio que supuso la llegada de los laboristas a Downing Street en 1945 a partir de la política seguida por el Premier Attlee y el secretario del Foreign Office Bevin, enfrentados a la doble dinámica de, por una parte necesitar el apoyo de la nueva gran potencia hegemónica occidental, Estados Unidos, en la posición de debilidad en que se encontraba su país para desarrollar sus políticas, y por otra la presión de su partido y su propio antifranquismo a la hora de apoyar la política de aislamiento del Régimen adoptada por la ONU progresivamente en 1945-1946. Sáenz-Francés se pregunta sobre el nivel de convicción con el que se planteó el derribo del régimen franquista, concluyendo que más allá de la hostilidad del laborismo a Franco, la diplomacia británica se embarcó en 1947 en una estrategia que no era enteramente suya y que además debió abandonar precipitadamente cuando a finales de ese año y principios del siguiente Washington la trocó por otra más abierta al entendimiento con Franco, en función de sus intereses geoestratégicos en Europa. Es decir, que Gran Bretaña se habría visto abocada a adoptar una política de mayor dureza de la que hubiese deseado con el Régimen, sacrificando al menos en parte intereses económicos y geoestratégicos particulares.

De los cuatro años de trabajo investigador recogidos en este libro, su última etapa de año y medio no ha resultado fácil. Se ha visto afectada, como lo ha sido todo el mundo, por la pandemia. Por un COVID-19 que trastocó los viajes y estancias de investigación pendientes. Sin embargo, buena parte de sus efectos ha podido ser superada gracias a la profesionalidad de los archiveros y archiveras de más de una decena de instituciones públicas y privadas estadounidenses, británicas y españolas, que nos facilitaron las cosas en la medida de sus posibilidades. Gracias a todos y todas.

Joan Maria Thomàs, 
Investigador Principal, 
Universidad Rovira i Virgili. 
30 de septiembre de 2021.



[1] P. León Aguinaga (ed.), Philip W. Bonsal. Diario de un diplomático americano en España, 1944-1947. Estados Unidos ante la dictadura franquista, Zaragoza, Prensas de la Universidad de Zaragoza, en prensa.





Capítulo 1. LOS ESTADOS UNIDOS Y LA II REPÚBLICA ESPAÑOLA (1931-1936): UNA APROXIMACIÓN A TRAVÉS DE LA POLÍTICA MONETARIA

CAPÍTULO 1

LOS ESTADOS UNIDOS Y LA II REPÚBLICA ESPAÑOLA (1931-1936): UNA APROXIMACIÓN A TRAVÉS 
DE LA POLÍTICA MONETARIA

José Antonio Montero Jiménez

Universidad Complutense de Madrid

1. Introducción

Los estudios sobre las relaciones hispano-estadounidenses durante la II República (1931-1936) han estado condicionados por dos acontecimientos posteriores: la Guerra Fría y la guerra civil española. Los ojos de Washington habrían estado empañados por un excesivo celo, que habría llevado a sus funcionarios a ver comunistas allí donde no había sino reformistas de izquierdas. Estos recelos habrían, a su vez, conformado la base de la política de neutralidad, trasunto de la no intervención europea, practicada por Estados Unidos a partir de 1936[1]. Se trata de una perspectiva hasta cierto punto ahistórica, porque parte de hechos que no eran ni conocidos ni evidentes tanto para los ejecutores de la política norteamericana como para sus homólogos españoles. De hecho, no se puede separar la política de las grandes potencias hacia España del contexto general europeo; como ha señalado recientemente Scott Ramsay en relación con el Reino Unido:

Estudiando las percepciones del Foreign Office respecto de la evolución de la política española entre 1931 y 1936, la respuesta británica al estallido de la Guerra Civil se proyecta no como un intento, motivado ideológicamente, de derrocar a la República, sino como la respuesta a lo que el gobierno británico consideraba como la mayor amenaza para sus objetivos de política exterior[2].

Existen sobrados indicios que permiten concluir lo mismo respecto de los Estados Unidos. Las incertidumbres que pudieran existir en relación con el nuevo régimen en abril de 1931 quedaron pronto disipadas. El día 18, el Embajador Laughlin se maravillaba de la ausencia de desórdenes, que «habla bien no sólo del gobierno, que desde el principio parece que ha tenido un control total de la situación, sino del pueblo español en general»[3]. Cuando tuvo lugar la quema de Iglesias de mayo, lo atribuyó a «agentes provocadores irresponsables», que habían «inflamado a los elementos extremistas del desorden», y no al gobierno[4]. Dos años después, con motivo de la formación del III Gobierno de Azaña, el Encargado de Negocios Hugh Millard elogiaba tanto el empeño de Alcalá-Zamora para «consolidar la república», apoyando las reformas del primer bienio, como la habilidad del presidente del gobierno, «que sigue siendo la figura destacada de España»[5]. Y con la llegada a Madrid como Embajador, en junio de 1933, del periodista e historiador Claude Bowers, la máxima representación de Estados Unidos en España estuvo dirigida por un claro admirador del azañismo y el reformismo republicanos[6]. No existen, por tanto, bases tan firmes para achacar la neutralidad estadounidense a la falta de sintonía entre Washington y el Madrid republicano, como a la propia evolución de los asuntos internos estadounidenses, que hubieran convertido en un suicidio político para Franklin Roosevelt cualquier apoyo directo al bando leal en la Guerra Civil[7]. Fue la «neutralidad» forzada legalmente por el Congreso, y ya aplicada en el Viejo Continente, la que determinó la actitud hacia la España en armas.

A la hora de analizar la política de las grandes potencias en general, y de Estados Unidos en particular, hacia la II República, resulta además imprescindible ampliar el campo de mira más allá de la Península Ibérica. Las conflictivas relaciones comerciales hispano-norteamericanas, que estuvieron varias veces al borde de la ruptura entre 1930 y 1936, así como las dificultades experimentadas por algunos inversores estadounidenses, que vieron sus beneficios bloqueados, e incluso sus operaciones amenazadas —como ocurrió con la ITT, dueña entonces de la Compañía Telefónica Nacional de España[8]—, no eran algo nuevo ni excepcional en el contexto europeo. Es más, se puede argumentar que desde Washington se veía a España como un país menos problemático, económicamente hablando, que gran parte de Europa Occidental. Las tensiones comerciales entre Washington y Madrid no fueron únicas ni exclusivas, como tampoco lo dilatado de los contactos para negociar un tratado al amparo de la Ley estadounidense de Acuerdos Comerciales Recíprocos de 1934. Que las conversaciones mercantiles siguieran abiertas a mediados de 1936 no tenía nada de excepcional; los pocos convenios que se cerraron con países europeos —Bélgica, Suecia, Países Bajos, Suiza, Francia, Finlandia, Checoslovaquia y Reino Unido— no se concluyeron, en su mayoría, hasta ese año[9]. En el ámbito empresarial, mientras que la inversión directa estadounidense en Europa descendió de 1.353 a 1.245 millones de dólares entre 1929 y 1936, aumentó de 72,23 a 80,53 en España[10]. En noviembre de 1932, con el contencioso de la Telefónica todavía fresco, el agregado comercial estadounidense daba pábulo a la impresión de que «las condiciones [en España] no son relativamente tan malas como en la mayoría de los países, y —salvo el curso impredecible de la legislación social— de que existe una base bastante firme sobre la que construir futuras mejoras cuando las condiciones mundiales sean más favorables»[11]. Y es que los obstáculos que se levantaron desde Madrid para la repatriación de los beneficios de las empresas extranjeras fueron, asimismo, más livianos que los existentes, por ejemplo, en la Alemania nazi[12]. Por ello, en julio de 1935, Horace Merle Cochran, un diplomático destinado a París que acababa de visitar España a las órdenes del Departamento del Tesoro, concluía que tanto la situación política como económica era mayoritariamente estable: «España ha soportado la crisis mundial bastante bien»[13]. Como puede deducirse de estas palabras, cuando los expertos estadounidenses miraban hacia la economía española, lo hacían colocando al país en el contexto del Viejo Continente[14].

No se pueden considerar, pues, las interacciones de los principales países del sistema internacional con la España republicana como un capítulo aparte de su política exterior, marcado a priori por la tragedia bélica y la dictadura posteriores. Con ello, se corre el riesgo de perder de vista las importantes continuidades entre el período republicano y aquellos que lo precedieron y lo siguieron. Los problemas con las inversiones extranjeras no eran nuevos en un marco general de creciente nacionalismo económico, que aplicaron tanto Primo de Rivera, como los gobiernos de la República y la dictadura franquista. De hecho, la nacionalización de Telefónica no tuvo lugar bajo la égida republicana, sino bajo la franquista, de igual manera que había sido el autoritarismo primorriverista quien había expropiado a las petrolíferas extranjeras. En realidad, como intuyeron en 1979 los autores de una de las primeras historias de la política comercial española, los ejecutivos republicanos resultaron ser mucho más ortodoxos y tímidos en las medidas restrictivas que, por ejemplo, Francia o Alemania[15]. Por otra parte, la persistencia de determinadas políticas económicas vino acompañada de la pervivencia de personas e instituciones clave en las relaciones bilaterales: los principales intereses económicos —bancos como el National City Bank o empresas como la ITT— se habían afianzado en el país durante los años veinte, y siguieron interviniendo en las transacciones hispano-estadounidenses hasta, al menos, bien entrados los años cuarenta. Algunos de sus interlocutores en España ocuparon posiciones clave en instituciones republicanas y franquistas, como Blas Huete Carrasco, que dirigió la Comisión Nacional de Moneda Extranjera durante la II República, para luego hacerse cargo del Instituto Español de Moneda Extranjera en los primeros años de la dictadura; o Pedro Pan Gómez, que fue Subgobernador 2.º del Banco de España entre 1929 y 1936, para pasar a estructurar el propio Banco en la zona nacional entre 1936 y 1938[16]. Del lado americano, el historiador y economista Herbert Feis, que ejerció como Consejero Económico del Departamento de Estado durante la administración de Roosevelt, intervino en la política económica hacia España desde 1933 y hasta los años de la II Guerra Mundial; y el Embajador que acabó plasmando su firma en los pactos de las bases de 1953, James C. Dunn, fue también director de la División de Asuntos de Europa Occidental, en cuya jurisdicción caía España, en los meses previos al estallido de la Guerra Civil.

Asimismo, una reconsideración de las relaciones España-Estados Unidos quizás nos ayude a mirar la política exterior republicana desde una óptica diferente. Hasta ahora, los expertos se han decantado por la faceta político-estratégica, a veces también con la Guerra Civil planeando sobre sus cabezas. En 1935-36, el difícil equilibrio continental preocupó seriamente a la diplomacia española, que buscó infructuosamente garantías para mantenerse al margen de un eventual conflicto europeo —no para reforzarse ante un conflicto interno[17]. Las insinuaciones de Madariaga en relación con la ocasión perdida durante la visita de Herriot a Azaña son otro caso de sapiencia a posteriori que desprecia los condicionamientos de 1932[18]. Como afirmaría Santos Juliá, la «fatalidad [en torno a la Guerra Civil] era un claro ejemplo de aplicación del principio hermético post hoc ergo ante hoc, por el que la consecuencia se convierte en causa de la propia causa»[19]. Aunque algunos fueran capaces de entreverla, los ejecutivos de Madrid no actuaron como si fuera inevitable, o incluso previsible. España tenía ciertamente muy poca capacidad de movimiento político en el maremoto que se cernía sobre Europa desde el momento mismo en que nació la República; pero ésta no permaneció inactiva en otros terrenos, como el de la economía. Al igual que muchos de sus homólogos continentales, España dependía comercial y financieramente del exterior, y en la coyuntura crítica posterior al 29 no se quedó de brazos cruzados para salvar lo que pudiera de su tejido financiero y mercantil. La diplomacia económica puede ayudarnos a evaluar el grado de continuidad o novedad, así como la profesionalidad, de la acción exterior republicana, en un terreno donde los vínculos con Estados Unidos cobran casi tanta importancia como los existentes con Francia o Reino Unido.

Dadas estas premisas, el presente texto busca estudiar las interacciones hispano-estadounidenses entre 1930 y 1936 desde el punto de vista de la política monetaria, uno de los ámbitos de mayor actividad internacional dadas las consecuencias de la Gran Depresión. Con ello, se pretende medir el tono de las relaciones bilaterales, poniendo especial atención en la actitud general mostrada por los decisores estadounidenses. Se intenta también comparar el grado de implicación de la política norteamericana hacia España con sus actitudes generales hacia Europa Occidental. Con ello podremos ver cómo la variable española jugó un papel en algunos de los tímidos planes internacionalistas que comenzaban a aflorar en la administración Roosevelt, entonces profundamente dividida en cuanto al curso que debían seguir los vínculos con el Viejo Continente. Por último, trataremos de explorar en qué medida las experiencias norteamericanas con la España de los años treinta influyeron en la gestión de las relaciones bilaterales durante el primer franquismo.

2. Del fin de la Dictadura a la proclamación de la II República. El crédito Morgan (1930-1931)

La II República heredó un sistema monetario caracterizado por una fuerte y aparentemente imparable tendencia bajista de la peseta. La vertiginosa interrupción de los beneficios extraordinarios cosechados durante la I Guerra Mundial dio paso, de nuevo, a una balanza de pagos perpetuamente deficitaria. La balanza comercial, en cifras oficiales, pasó de los 239 millones de saldo positivo en 1919 a un máximo de 1.643 millones negativos en 1922, que para finales de la década se habían estabilizado entre los 822 millones de 1928 y los 624 de 1929. El proteccionismo comercial y los acuerdos de reciprocidad consiguieron corregir, a partir de 1927, los saldos negativos con Francia y Gran Bretaña, pero no con el principal proveedor internacional, Estados Unidos, con el que el déficit entre 1927 y 1928 rondaba los 300 millones de pesetas, que se redujeron a 178 a finales de la década[20]. Las importantes cantidades de dinero que los emigrantes enviaban al país no servían para cubrir estas diferencias, lo que obligaba a un permanente endeudamiento.

La llegada de capital extranjero estuvo siempre condicionada tanto por la evolución de la política interna como por la situación internacional, caracterizadas, en la primera mitad de los años veinte, por la inestabilidad. Esto afectó gravemente a la cotización de la peseta, cuyo valor con respecto a la libra disminuyó de 22,40 ptas./libra en 1919 a 33,66 en 1925, y con respecto al dólar de 5,06 a 6,97 ptas./dólar[21]. Sin embargo, los éxitos de Primo de Rivera en Marruecos y la estabilización financiera internacional tras la reconversión de las principales divisas al patrón-oro hicieron fluir el crédito, hasta el punto de que para 1927 la peseta había recuperado posiciones, hasta situarse en 28,51 ptas./libra y 5,86 ptas./dólar. La euforia de José Calvo Sotelo, ministro de Hacienda de la Dictadura, que llegó a prometer la inclusión de España en el patrón-oro, fue efímera. Entre 1927 y 1929, la relación pesetas/libra bajó de 28,51 a 33,17, y la de pesetas/dólar de 5,82 a 6,82. Calvo se apresuró en 1928 a concertar préstamos con bancos internacionales, lo que le llevó a un primer contacto con la Banca Morgan, que el 6 de agosto de 1928 cerró, en nombre de un consorcio bancario estadounidense, una línea de crédito de 20 millones de dólares al tipo de interés de la Reserva Federal más un punto, que se renovó en el verano de 1930[22]. La operación supuso un avance de los roces interdepartamentales de los años treinta, ya que distanció al Tesoro, que apoyaba el crédito, del Departamento de Estado, que quería aprovecharlo para obtener de España otro tipo de concesiones[23]. La solvencia española venía marcada por sus reservas de oro, que entre 1920 y 1936 eran las cuartas del mundo, tras las de Estados Unidos, Francia y Gran Bretaña; cuando acabó 1935, y a pesar de los vaivenes de la Depresión, España contaba con 734,7 millones de dólares en oro, por 10.125,2 de Estados Unidos, 4.395,4 de Francia y 1.648,4 del Reino Unido[24]. No obstante, para las autoridades españolas, el oro constituía más un elemento de prestigio que la moneda de cambio para operaciones financieras, y fueron tremendamente reacias a movilizarlo para sostener la divisa. En su lugar, Calvo Sotelo efectuó, en diciembre de 1929, una emisión de 305 millones de pesetas en bonos del Tesoro en oro al 6%, de los que los mercados internacionales absorbieron unos 40 millones. En último término, el ministro había creado, en junio de 1928, el Comité Interventor de Cambios (CIC), destinado a intervenir en el mercado de divisas mediante la compra de pesetas, siempre para preservar su valor. Nada de esto logró detener la depreciación de la moneda española, que se aceleró a partir de 1930[25].

Cuando se produjo la dimisión de Primo de Rivera, el 28 de enero, el cambio peseta-dólar había bajado hasta 7,67. El nuevo ministro de Hacienda del Gobierno Berenguer, Manuel Argüelles, decidió aplicar en el ámbito monetario la línea aperturista inaugurada en 1928 con la adopción, para los tratados comerciales, de la cláusula de nación más favorecida. Consecuentemente, a comienzos de febrero anuló todas las restricciones impuestas por el CIC sobre las operaciones de cambio, lo que llevó a uno de los cónsules de los Estados Unidos en Barcelona a afirmar que «queda por ver qué curso tomará el cambio de divisas con el nuevo sistema; la tendencia de la peseta será, con toda probabilidad, un indicador de la confianza del público en el nuevo régimen»[26]. Argüelles debió interpretarlo también así, porque en julio, poco antes de dimitir de su cargo, y cuando la tasa peseta-dólar rondaba ya las 8,50, se vio obligado a establecer un nuevo Consejo Regulador de Operaciones de Cambio. Su sucesor, Julio Wais, dio un importante golpe de timón a la política económica, que había iniciado cuando todavía era ministro de Economía Nacional. El 27 de julio de 1930 promulgó una subida tarifaria que afectaba a cerca del 20% de las importaciones provenientes de Estados Unidos —cinta de película, máquinas de coser, cuchillas…—, y sobre todo a los automóviles, cuya tasa se dobló. El ejecutivo español justificó la decisión en la necesidad imperativa de reducir el déficit comercial y detener la depreciación de la peseta, pero tanto los funcionarios norteamericanos como la historiografía posterior la han interpretado como una represalia por la aprobación en junio del Arancel Smoot-Hawley, similar a las que aplicaron entonces otros estados europeos, como Alemania o Suiza. Otro de los cónsules en Barcelona aseguró que:

aunque puede ser verdad que la actual subida arancelaria se efectúe, en general, con la idea de reducir las importaciones y disminuir aún más el déficit en la balanza comercial, el hecho de que se hayan visto especialmente afectadas las importaciones provenientes de Estados Unidos seguramente se ha tenido en cuenta al preparar esta serie de cambios[27].

Paralelamente, ya en Hacienda, Wais fundó, a comienzos de septiembre, el Centro Oficial de Contratación de Moneda (COCM), operado conjuntamente desde el Ministerio y el Banco de España, y destinado a supervisar todas las operaciones de cambio de divisas[28].

Estas medidas restrictivas formaban parte de un plan más ambicioso, pergeñado para conseguir a medio plazo la tan ansiada estabilización de la peseta y su incorporación a un patrón-oro que no tardaría en hacer aguas a nivel global. A tal fin, Wais recurrió al Banco de Pagos Internacionales, creado en febrero de 1930 para evitar que las operaciones del Plan Young afectaran al mercado internacional de divisas, y para tratar de coordinar las políticas monetarias de los principales bancos centrales[29]. De él se consiguió en octubre una línea de crédito de 15 millones de dólares, avalada por el traslado a Londres de oro por valor de tres millones de libras, y destinada, como siempre, a sostener la peseta[30]. El esquema pareció funcionar, porque entre finales de octubre y finales de noviembre, la cotización peseta-dólar subió de 10,23 a 8,72. No obstante, a finales de diciembre la tasa había vuelto a situarse en torno a 9,5, algo que el Encargado de Negocios de los Estados Unidos en Madrid achacaba claramente a la inestabilidad política exteriorizada por la sublevación de Jaca: «Uno de los desgraciados resultados de la revuelta será (…) el efecto en la posición financiera del país, traducido en el declive de la peseta»[31]. Pese a estas palabras, ni él ni Wais imaginaban la manera en que la crisis de la monarquía se entrelazaría con los intentos de salvaguardar la posición financiera del país.

El sábado 21 de marzo de 1928, Russell C. Leffingwell, uno de los directivos de J. P. Morgan & Co., que había sido subsecretario del Tesoro durante la Gran Guerra[32], telefoneó a Wilbur J. Carr, Subsecretario de Estado, para anunciarle que su banco acababa de concertar un consorcio para extender al gobierno español una línea de crédito de 38 millones de dólares[33]. Wais y su sucesor en el gobierno de Juan Bautista Aznar, el político de la Lliga Juan Ventosa —que ya había ocupado la cartera de Hacienda entre 1917 y 1918—, concluyeron que la experiencia con el Banco de Pagos había sido satisfactoria, y decidieron aprovechar los contactos establecidos ya con Morgan en 1928 para conseguir un crédito todavía más ambicioso. J. P. Morgan aunó un doble consorcio bancario: en Estados Unidos consiguió el apoyo del Chase National Bank, el First National Bank, el National City Bank, la Guaranty Trust Co., la Bankers Trust Co., el Bank of America, la National Association, la New York Trust Co., la Dillon Read & Co., el International Acceptance Bank, la Irving Trust Co., la Kuhn, Loeb & Co., la Lee Higginson & Co, y la Kiddy, Peabody & Co. —entre otras—, para reunir la totalidad de 38 millones de dólares[34]; en Europa se organizó una corporación similar bajo los auspicios de la Banque de Paris et des Pays-Bas, con la participación de Credit Suisse, Euskilda Bank de Estocolmo, el Banco Hoppe de Amsterdam, la Banca Commerciale Italiana y el Crédito Italiano, y que aportó los 22 millones de dólares restantes[35]. El total de 60 millones quedaría a disposición del gobierno español durante 18 meses, para «intervenir en los mercados de divisas, con el propósito de regular la cotización de la peseta durante el período de estabilización de facto que contempla el Gobierno español como paso previo a la adopción definitiva del patrón oro»[36]. La comisión por la transacción sería del 1,25% anual, y el interés sobre el dinero retirado sería el resultado de añadir un 1% a la tasa oficial de la Reserva Federal, con un suelo del 4,5%[37]. La operación había sido negociada por el Banco de España, pero contaba con el aval del gobierno español, materializado en un Real Decreto de 14 de marzo[38].

El llamado «crédito Morgan» era el resultado de la efímera recuperación del crédito internacional que caracterizó el año 1930, y que no conformaba sino parte de los fallidos intentos de aplicar recetas manidas a una depresión que era nueva tanto en su escala como en su naturaleza[39]. Por otra parte, sus reservas de oro, su relativo aislamiento respecto de los vaivenes financieros internacionales y las promesas de los gobiernos de proceder a la estabilización definitiva de la peseta, convertían a España en un cliente aparentemente solvente. No obstante, el corresponsal del New York Times en España, Frank L. Kluckhohn, se maravillaba de la gestión, que consideraba «una tremenda victoria para el gobierno, ya que se interpreta como que, después de un cuidadoso estudio de la situación aquí, un importante grupo bancario extranjero ha decidido que el régimen del rey Alfonso es, en general, estable»[40]. Hacía bien el periodista en sorprenderse, porque el revuelo político levantado en España por el préstamo fue una de las puntillas del régimen monárquico, apenas dos semanas antes de las elecciones municipales del 12 de abril. Cuando el 27 de marzo el ministro Ventosa convocó en el Ministerio a los directores de los principales periódicos de la capital para una rueda de prensa, los clamores en contra fueron casi unánimes. El Heraldo de Madrid asentó ese mismo día que: «Ni los conatos revolucionarios, ni las algaradas callejeras, ni la repulsa de casi todo el país para los poderes absolutos, contienen a nuestros gobernantes»[41]. La mayor parte de la oposición coincidió con el titular de portada de El Liberal del día 31, que clamaba: «La ilegalidad es notoria[42]». Según los políticos, la reciente convocatoria de elecciones municipales formaba parte del restablecimiento de la constitución de 1876, cuyo artículo 86 recogía que: «El gobierno necesita estar autorizado por una ley para (…) tomar caudales a préstamo sobre el crédito de la nación»[43]. Varios políticos «constitucionalistas» —Santiago Alba, Joaquín Chapaprieta y Melquíades Álvarez, entre otros—, reunidos en casa del antiguo ministro liberal Miguel Villanueva, calificaron el anuncio de Ventosa como un «escandaloso abuso» de las prerrogativas gubernamentales[44]; el partido de Lerroux comunicó que «siendo norma jurídica de todos los pueblos constitucionales y parlamentarios la de que toda regla de derecho sea dictada por el Poder legislativo», hacía «constar solemnemente ante el país su más enérgica protesta»; y los socialistas asentaban la «gravedad política y económica» de la medida. Mientras, Niceto Alcalá-Zamora dijo haberse puesto en contacto con Felipe Sánchez-Román, de quien se rumoreaba falsamente que había aprovechado el crédito para querellarse contra el gobierno[45]. En un encuentro posterior con directores de revistas económicas, cuando Ventosa afirmó que la confianza en España se sustentaba en la ausencia de conflictos políticos, el Conde de Pedroso le replicó ácidamente que no podría haber conflictos sin Parlamento que discutiera la decisión; mientras, otro asistente aprovechó para arremeter contra las condiciones de la línea de crédito[46]. De poco sirvió que el ministro, tras admitir que la «única objeción que puede formularse es que los presupuestos vigentes no han sido votados por las Cortes», replicó que:

…la misma objeción podría formularse respecto de todas las demás consignaciones que figuran en el presupuesto de gastos y que están exactamente en la misma situación. Si tales consignaciones se considerasen ilegales e inaplicables, no podría pagarse el cupón de la Deuda, ni el sueldo de los funcionarios, ni los créditos de los centralistas, ni atender a ninguno de los servicios; es decir, que se paralizaría la vida nacional[47].

Aunque las protestas de la oposición fueron en vano, el «crédito Morgan» nunca llegó a consumarse. La proclamación de la República el 14 de abril vino seguida de un cierto revuelo diplomático en torno al reconocimiento internacional del nuevo régimen[48]. El representante norteamericano, Irwin Laughlin, comunicó alarmado el 16 de abril que «las condiciones resultantes contienen elementos de extrema gravedad. El pueblo español, con una mentalidad del siglo XVII, cautivado por falsedades comunistas, ve de repente una tierra prometida donde no existe»[49]. El día anterior, un memorando de la División de Asuntos de Europa Occidental (DWEA) del Departamento de Estado recalcaba de Alcalá-Zamora que: «Nada más salir de la cárcel realizó un fuerte ataque contra el crédito Morgan»[50]. No obstante, las dudas se despejaron bastante pronto, una vez que Laughlin tuvo el 17 su primer encuentro con el nuevo presidente, que calificó como «muy cordial»[51]. Al día siguiente, el análisis del Embajador había cambiado de matiz:

La ausencia de disturbios habla bien no sólo del gobierno, que desde el principio parece haber tenido un control absoluto de la situación, sino del pueblo español en general, cuyo único deseo parece haber sido realizar el cambio de gobierno de la manera más calmada y ordenada posible. La ausencia, igualmente, de todo signo de rencor, por parte del nuevo gobierno, hacia los monárquicos en general, ha sido de gran ayuda para aliviar la tensión y los temerosos pronósticos que se podrían haber esperado tras un cambio político tan radical[52].

Fiel a la línea de no influir lo más mínimo en el hervidero europeo, Estados Unidos decidió esperar las reacciones del resto de grandes potencias: «Considero —escribió el secretario de Estado— que la situación española es un asunto primordialmente europeo, y creo que sus motivos para el reconocimiento no tienen por qué aplicarse a nosotros»[53]. Como Gran Bretaña, Washington estaba además preocupado por la posibilidad de que la abdicación real no fuera sincera, y un pronto reconocimiento de la República pudiera conducir a una situación embarazosa[54]. Francia dio el paso la noche del 17 de abril, momento en que el Reino Unido anunció su intención de hacer lo propio, a la espera de conocer la opinión de sus Dominios. En ese mismo instante, Laughlin confirmó al secretario de Estado que «por lo que me concierne, nada retrasa una acción inmediata por parte de usted, si lo considera deseable»[55]. Mientras, sus colegas europeos le recordaban que «un pronto reconocimiento del nuevo régimen es muy importante para el orden mundial»[56]. El embajador insistía también en que las nuevas autoridades mantenían el orden público, parecían contar con bastante apoyo popular y estaban dispuestas a respetar los intereses extranjeros —lo mismo opinaban los directivos de la ITT[57]. Así las cosas, Laughlin extendió el reconocimiento ante Alcalá-Zamora el día 22, junto a Gran Bretaña y Alemania —Italia lo haría al día siguiente[58].

La garantía respecto de los intereses extranjeros, emitida por el nuevo régimen español, parecía cubrir la reciente operación concertada con Morgan, pero la entidad no opinaba lo mismo. La tarde del 17 de abril, Parker Gilbert, otro antiguo Subsecretario del Tesoro que había perdido su trabajo como Agente de Reparaciones tras la constitución del Banco de Pagos Internacionales, y que también se acababa de convertir en socio de J. P. Morgan[59], telefoneó al Subsecretario de Estado, Wilbur Carr, para comunicarle que «había entregado en Madrid una carta, junto al Banco de París y los Países Bajos, anunciando que el crédito había dejado de estar operativo, dado que bajo los términos del contrato sólo podía retirarse mediante la presentación de letras garantizadas por el Gobierno del Reino de España»[60]. En plena gestión del reconocimiento del nuevo sistema político, la noticia encendió varias alarmas en Washington. El día 25, Carr habló con Leffingwell para hacerle partícipe de su preocupación por la anulación, y para expresar «la esperanza de que (…) dadas las implicaciones emanadas de la razón aducida para la cancelación del contrato, no se le diera mayor publicidad». Leffingwell le restó importancia, respondiendo que se había limitado a declarar que, puesto «que toda la situación había cambiado», el crédito «había sido anulado por consentimiento mutuo»[61].

Los temores de Carr carecían de fundamento. Independientemente de si la cancelación se hizo de mutuo acuerdo o unilateralmente, en Madrid la dieron por bienvenida, en concordancia con las opiniones que los nuevos árbitros de la solución republicana habían vertido tan sólo dos semanas antes. A las dos de la tarde del 21 de abril, en una rueda de prensa, el nuevo ministro de Hacienda, Indalecio Prieto, informó que: «El crédito Morgan (…) ha sido anulado del todo», porque «no era preciso para llegar a la estabilización ese crédito absurdo»[62]. Prieto aseveró que la cancelación se había hecho sin coste alguno[63], y así lo confirmaron años después funcionarios estadounidenses: los banqueros habían devuelto la comisión de 1.120.000 dólares y corrido con los gastos legales[64]. En general, la prensa española vio con buenos ojos la anulación que, sin embargo, volvía a colocar encima de la mesa la inestable cotización de la peseta. Un editorial de El Sol del 21 de abril aprovechaba la situación para advertir:

Comprendemos cuan difícil era ratificar solemnemente desde el Poder lo que se había atacado con violencia desde la oposición (…). Es el primero de los deplorables episodios que pueden acaecer en el porvenir inmediato si se obstinan las izquierdas españolas en convertir una actitud apasionada en materia monetaria en postura de Gobierno» (…). «Esta realidad impone irremisiblemente la política de intervenciones directas en el mercado cambiario y de previsión de una pronta estabilización más o menos revalorizadora, a la cual tuvieron que acabar por entregarse los Gobiernos últimos[65].

3. Una estabilidad con pies de barro (1931-1933)

La situación a la que se enfrentaba Prieto no era, en efecto, nada fácil. En el primer mes de vida del nuevo régimen, la cotización del dólar bajó de las 9,14 a las 10,29 ptas./dólar; una situación agravada por la fuga de capitales posterior al 14 de abril. En esas condiciones, más onerosas si cabe por la ortodoxia económica imperante todavía en el pensamiento económico internacional y heredada de los gobiernos anteriores, resultaba difícil diseñar sosegadamente una política monetaria de nuevo cuño. El eje del problema continuaba siendo el déficit de la balanza de pagos, proveniente en su mayoría del exceso de importaciones. Para limitarlas, cabía el recurso clásico a las subidas arancelarias, pero España partía ya de unas tasas excesivamente elevadas. La tarifa vigente —el arancel Cambó de 1922— había sido declarada por la Sociedad de Naciones, en 1927, como la más elevada del mundo occidental; el recurso al aumento de partidas concretas, como ocurrió en julio de 1930, sólo podía ser ocasional. España renunció, pues, al sistema de Nación Más Favorecida, y decidió tratar de reajustar su desequilibrio mercantil mediante la negociación de tratados bilaterales que contemplasen concesiones mutuas y cuyo objetivo fuera, precisamente, el equilibrio. Esto afectó especialmente a los intercambios con Estados Unidos, responsables en 1931 del 68% del déficit comercial español. La conclusión, a partir de ese año, de acuerdos con los rivales directos de Norteamérica en la Península, como Francia, empeoró considerablemente la posición de Washington, por dos razones: sus exportadores ya no podían beneficiarse de las ventajas obtenidas por los europeos, y los acuerdos entre éstos y España agravaban el déficit de ésta. El comercio hispano-francés e hispano-británico solían arrojar superávits, por lo que cualquier convenio nivelador con ambos países suponía una reducción de los beneficios españoles: de hecho, los réditos en la balanza respecto de Francia disminuyeron de 194 millones de pesetas en 1931 a tan sólo 63 en 1935.

Desde la firma del tratado comercial entre España y Francia en noviembre de 1931, el Departamento de Estado hizo todo lo posible para cerrar algún acuerdo, siquiera provisional, que no dejase en desventaja a los comerciantes americanos. La tarea era tremendamente ardua, dada la incompatibilidad entre las legislaciones comerciales estadounidense —que sólo admitía el principio de Nación Más Favorecida— y española —que contemplaba exclusivamente acuerdos bilaterales no extensibles a terceros. Resistiéndose a la presión de muchos exportadores, e incluso a la oposición de algunas dependencias gubernamentales, el Departamento de Estado se mostró dispuesto a utilizar todos los resquicios de su legislación para tratar de complacer varias de las demandas españolas, mientras se negaba a aplicar ninguna de las represalias previstas en el Arancel Smoot-Hawley de 1930. Entre 1929 y 1932, mientras las importaciones a nivel global cayeron un 25%, las importaciones provenientes de Estados Unidos lo hicieron en un 49%[66]. En el mismo período, el peso de las exportaciones en el PIB norteamericano descendió del 5% al 3,8%[67]. En tales circunstancias, los responsables de conducir, desde el Departamento de Estado, las relaciones comerciales con España, pensaron que era mejor conservar el comercio existente, por muy deprimido que estuviera, que arriesgarse a una guerra tarifaria que lo reduciría a la nada. Esto otorgó efectividad a las tácticas dilatorias del gobierno español, dividido en torno a la mejor estrategia a aplicar. El país seguía dependiendo del concurso estadounidense para abastecerse de materias primas tan básicas como el algodón, pero deseaba disminuir la sangría del déficit. Mientras desde el Ministerio de Estado se optaba por contemporizar con Washington, desde Agricultura se instaba a castigar a los norteamericanos por las restricciones impuestas a productos hispanos como la uva o las cebollas. Al final, España se vio forzada a desarrollar estrategias dilatorias, que se basaban en vagas promesas, nunca cumplidas, de mejorar la situación de los exportadores norteamericanos, mientras el comercio bilateral no paraba de resentirse, disminuyendo con ello el déficit para España, que pasó de los 178 millones de 1929 a los 127 de 1932. Las negociaciones comerciales que se llevaron a cabo entre 1931 y 1932 no produjeron ningún fruto práctico, quedando interrumpidas por la victoria electoral de Franklin Roosevelt en noviembre de ese último año[68].

No obstante, la búsqueda española del equilibrio comercial por medio de negociaciones a dos arrojó resultados limitados. El déficit general de la balanza española disminuyó de 624 millones de pesetas en 1929 a 233 en 1932, pero la crisis económica internacional provocó también el hundimiento de las exportaciones, que descendieron de 2.737 a 936 millones. Esto dejaba dos opciones para conseguir el tan deseado reajuste de la balanza de pagos: la aplicación de restricciones comerciales más severas o la intervención en política monetaria. España se ciñó sólo tímidamente a la primera vía, concibiendo una política de contingentes que se autorizó en diciembre de 1931, pero no se aplicó seriamente hasta 1935[69]. La otra senda ofrecía varias posibilidades, pero sólo una parecía acorde con el pensamiento económico imperante. Una opción pasaba por movilizar el oro existente en el Banco de España para estabilizar la peseta y detener el drenaje de fondos, pero tanto los expertos como la mayor parte del mundo político eran extremadamente reacios a arriesgar lo que consideraban una de las mayores fuentes de prestigio financiero para España. Tampoco se mencionó, salvo con timidez, la opción devaluadora, que pronto emprendería el Reino Unido, y que hubiera quizás aumentado la competitividad de las exportaciones, a costa de romper las fatuas esperanzas de revalorización de la peseta. Quedaba el endurecimiento del control sobre el cambio de divisas, que ese mismo verano iba a convertirse en la opción escogida por Alemania para hacer frente a las consecuencias de la oleada de quiebras que había comenzado en marzo con la caída del Creditanstalt austríaco, y que había diezmado sus reservas de oro.

Así, entre las primeras medidas de Prieto al frente de Hacienda se contó la fusión, el 21 de mayo, del Centro Regulador de Operaciones de Cambio y el COCM. Según un decreto del 29 de mayo, el nuevo COCM, operado por el Banco de España bajo supervisión del Ministerio, pasaba a controlar todas las operaciones comerciales que requirieran el uso de divisas. Quedaba absolutamente prohibida toda exportación de capital con fines especulativos, y nadie podría salir del país con más de 5.000 ptas. Toda persona que deseara importar productos extranjeros debía solicitar permiso al Centro para la compra de las divisas correspondientes; la solicitud era estudiada y clasificada en función de la prioridad del producto a adquirir, dentro de las necesidades nacionales. Las consideradas urgentes se autorizaban con celeridad, mientras que el resto se hacía depender de la disponibilidad momentánea de cambio. El sistema era susceptible de provocar varios problemas: al depender de la reserva coyuntural de divisas, podía ocasionar retrasos de semanas en las autorizaciones; estos afectaban especialmente a los productos provenientes de países cuya relación comercial fuera deficitaria para España, como ocurría con Estados Unidos; los retrasos podían además ocasionar un gasto extra para los importadores, que habrían de hacer frente a las posibles diferencias de precio en el producto a adquirir entre el momento de la solicitud y de la concesión del permiso[70]. Para dotar de liquidez al COCM y tratar de contener lo que ya era una caída en picado de la peseta, el gobierno provisional se vio forzado a recurrir, muy a su pesar, al recurso de un crédito exterior, aunque no proveniente del mundo privado, sino del gobierno francés. Los contactos comenzaron entre Prieto y el agregado comercial de Francia nada más romperse la operación con Morgan, y culminaron en mayo, con la concesión de una línea de crédito de 9 millones de libras esterlinas —alrededor de 1.000 millones de francos franceses— al 3,5% de interés. Como garantía, España desplazó seis millones de libras en oro a la sucursal del Banco de Francia en Mont-de-Marsan, adonde fueron a parar también los tres millones de metal trasladados a Londres, una vez liquidado, con el nuevo préstamo, el crédito abierto con el Banco de Pagos Internacionales[71]. Consecuentemente, para octubre de 1931 las reservas de oro españolas habían descendido hasta los 434 millones de dólares, cuando un año antes eran de 478 millones[72].

El crédito francés arrojó consecuencias a largo plazo, como las tuvo también la política de control del cambio. En primer lugar, provocó una cierta dependencia española respecto de la política financiera de Francia. Es muy probable que, como sospechaban algunos estadounidenses, España tuviera que aceptar, como contrapartida del préstamo, la firma del acuerdo comercial hispano-francés de noviembre de 1931, cuyas condiciones no eran nada ventajosas para el país peninsular[73]. Por otra parte, el gobierno español se vio reforzado en su ortodoxia monetaria, ya que tenía una deuda pendiente con el país que, hasta 1936, lideraría en Europa el llamado bloque del oro, último baluarte de resistencia del viejo patrón de convertibilidad de las divisas. Mientras, el Reino Unido dejó flotar su divisa el 21 de septiembre de 1931 y Estados Unidos lo haría, por tiempo limitado, el 19 de abril de 1933. La inestabilidad e inseguridad económicas a nivel internacional jugaron a favor de España, ya que hicieron regresar algunos de los capitales fugados y provocaron un aumento de las remesas de los emigrantes, temerosos ante los nuevos obstáculos al movimiento de capitales que se estaban erigiendo por doquier. Con ello, durante 1932 y 1933 España contó con divisas suficientes para mantener el COCM funcionando sin muchos problemas, mientras la peseta detuvo su caída a lo largo de 1932: el cambio con el franco quedó, hasta 1936, entre 47 y 48, y con la libra entre 37 y 43. Respecto al dólar, se mantuvo entre 12 y 13 pesetas/dólar, hasta que la devaluación estadounidense de 1933 dejó la tasa en torno a 7,5.

4. Bajo la sombra de un préstamo público (1934-36)

El año 1934 fue testigo de una serie de dinámicas que volvieron a colocar la política monetaria española en el centro de las relaciones hispano-estadounidenses. Del lado norteamericano, la delicada balanza política que sostenía a la administración Roosevelt pareció volcarse algo más del lado de los aperturistas. Si 1933 estuvo caracterizado por el abrupto cierre en julio, tras la defección estadounidense, de la Conferencia Económica Internacional reunida en Londres, 1934 vino acompañado de dos medidas que volvían a abrir, siquiera tímidamente, la vía de la cooperación internacional para la salida de la crisis. La primera fue la constitución, en febrero, del Export-Import Bank, una institución pública destinada a financiar operaciones comerciales que ayudasen a eliminar los excedentes almacenados en Estados Unidos y proveyesen indirectamente de fondos a los importadores extranjeros. En junio, el Congreso dio vía libre a uno de los proyectos más queridos del secretario de Estado Cordell Hull: la Ley de Acuerdos Comerciales Recíprocos (RTAA), que daba autoridad discrecional al presidente, por primera vez, para negociar tratados bilaterales que contemplasen rebajas de aranceles de hasta un 50%, sin por ello renunciar al principio de Nación Más Favorecida. Aunque ambas disposiciones tardaron bastante tiempo en mostrar su potencial, permitieron a algunos miembros del gobierno albergar la esperanza de poder poner en marcha proyectos más ambiciosos. El secretario de Tesoro, Henry Morgenthau, Jr., comenzó a mostrar preocupación por la cantidad de oro que se acumulaba en las arcas norteamericanas; también creyó llegado el momento de utilizar las bazas de presión disponibles para sustituir los perniciosos efectos de las devaluaciones unilaterales en los intercambios mercantiles. El único fruto que consiguió, ciertamente limitado y algo tardío, fue el llamado Acuerdo Tripartito de Estabilización de julio de 1936, que consistió en una simple declaración simultánea de Reino Unido, Estados Unidos y Francia, que abogaba por las devaluaciones monetarias acordadas, y que respaldó una depreciación del franco francés que supuso el fin del bloque del oro[74]. Muchas de estas iniciativas sirvieron más como ensayos de futuro para el sistema económico que se establecería en la posguerra que como soluciones reales; pero no dejan de revestir interés[75]. Una de ellas tuvo como protagonista a la España republicana.

La tregua que había disfrutado el COCM en el manejo de las operaciones de cambio se terminó en los primeros meses de 1934. El 15 de marzo, la Fox Film Co. solicitó la ayuda de la Embajada estadounidense para sacar de España el equivalente a entre 60.000 y 70.000 dólares en beneficios. Al investigar la situación, el agregado comercial, Julian C. Greenup, descubrió que no se trataba de la única empresa norteamericana cuyas peticiones de repatriación de fondos estaban siendo retardadas: sólo la ITT tenía bloqueados 100 millones de pesetas, más otros 4 millones de dólares que acumulaban entidades como Vacuum Oil Co., Ford o General Motors. El subdirector de la International Banking Corporation —único banco americano, subsidiario del National City Bank, que operaba entonces en España— confirmó a Greenup que las retenciones no afectaban, de momento, a las operaciones comerciales[76]. No obstante, el 19 de marzo, siguiendo órdenes del Embajador Claude G. Bowers, el Agregado visitó a los directores del COCM, Alfonso Ara —representante del Banco de España— y Blas Huete —representante de Hacienda. Estos aprovecharon la ocasión para sorprender a su interlocutor con una propuesta. Aunque prometieron que la Fox obtendría permiso para sacar sus fondos en cuanto fuera posible, advirtieron de que España carecía de dólares, y no sabían cuánto tiempo se podrían seguir autorizando operaciones en esa divisa:

Los Estados Unidos deben comprar más en España, pero se entiende que los canales de comercio no se pueden alterar de la noche a la mañana, por lo que la solución vendrá después, y no puede ser de ayuda en un futuro inmediato. La otra [solución] es obtener un crédito de los Estados Unidos.

Aunque no se especificaron condiciones, Ara y Huete definieron sus líneas generales:

…tendría que ser por una gran cantidad y por período largo; podría hacerlo el gobierno o un grupo de banqueros; desde luego, estaría garantizado por el gobierno español; y (…) con un préstamo así, los intereses americanos no tendrían dificultades en obtener permisos para remitir [fondos] a Estados Unidos.

Los responsables del COCM tenían, con todo, sus preferencias respecto al prestamista, ya que preguntaron «si el gobierno de los Estados Unidos se plantearía hacer ese préstamo a España». La proposición fue vista con recelo por el propio agregado, quien consideraba que la situación española no era tan desesperada como la pintaban sus interlocutores: «Estoy pensado si esto no sería un plan, otro plan, para pagar a los Estados Unidos con dinero de los Estados Unidos»[77]. Desde entonces, sobre las quejas españolas siempre planearía la sospecha de que la retención de los permisos de cambio era una estratagema para forzar a los Estados Unidos a hacer concesiones en otros ámbitos, como el de los intercambios comerciales[78].

Los mismos recelos imperaban en Washington, donde el National Foreign Trade Council —una asociación de empresas estadounidenses interesadas en fomentar los intercambios internacionales— informó también en marzo al Subsecretario de Estado, Francis B. Sayre, de los retrasos del COCM[79]. En agosto, uno de los funcionarios de la DWEA, John L. Hickerson, se creyó suficientemente justificado como para hablar del asunto con el Embajador de España, Luis Calderón, quien le confirmó que se trataba de una situación meramente estacional, que se arreglaría con el repunte típico de las exportaciones españolas en otoño[80]. Poco después, un subalterno de Hickerson afirmó, pese a todo, que la actitud española resultaba claramente discriminatoria, ya que los americanos se veían sujetos a mayores retrasos que los nacionales de otros países[81]. Una vez se hizo eco del problema The New York Times[82], Blas Huete hubo de recordar al Ministerio de Estado que:

…no existen tales créditos congelados, sino solamente un retraso en la cesión de divisas para pagar las mercancías y servicios de Norteamérica, motivado por la escasez de divisas de aquella procedencia, o sea, que no se deja de atender tales obligaciones, pero con mayor retraso que a otros países, por causa de dicha escasez[83].

Los últimos meses del año dieron poca credibilidad a las predicciones de Calderón y Huete; en noviembre se desbloquearon unos cinco millones de pesetas para operaciones con Estados Unidos, pero los retrasos estaban afectando gravemente ya no sólo a la repatriación de fondos, sino a las operaciones comerciales[84].

Y es que, también a partir de 1934, fue cada vez más complicado separar el problema mercantil del financiero, pese a los esfuerzos de todas las partes. Desde el cierre de las negociaciones un año antes, el único avance en el terreno comercial lo había constituido la anulación de la Prohibición en diciembre de 1933. En febrero del año siguiente, España consiguió un cupo de exportación a Norteamérica de 1.100.000 galones de vino, a cambio de comprometerse a adquirir en Estados Unidos 600.000 libras de tabaco para el Monopolio Español. La operación vino reforzada por un crédito, aprobado en agosto y formalizado en octubre, de 1,3 millones de dólares del Export-Import Bank a la tabacalera S.B. Smith & Co.[85]. Paralelamente, la discusión de la RTAA colocó una vez más en el candelero los intercambios con España, como pone de manifiesto el hecho de que uno de los informes encargados por el Senado a la Comisión Arancelaria de Estados Unidos en febrero de 1934 fuera relativo a España[86]. En mayo se levantó asimismo uno de los obstáculos heredados de la década anterior que más habían dificultado el entendimiento bilateral: la prohibición, por razones sanitarias, de importar uvas españolas en Estados Unidos. Durante todos estos meses, el Departamento de Estado se hizo de rogar bastante respecto a la posibilidad de abrir con España conversaciones sobre la base de la RTAA. La administración Roosevelt pareció, en su arranque, mucho más recelosa hacia Madrid, comercialmente hablando, que su antecesora; el principal temor era que los españoles retornaran a las buenas palabras y los pocos hechos de los años anteriores, y no querían hacer nada sin recabar mayores seguridades. Entretanto, España prometió que su política de contingentes respecto a Norteamérica estaría basada en el comercio existente antes de las restricciones vigentes. Con ello, en septiembre comenzó una nueva ronda de negociaciones bilaterales que se prolongaría hasta finales de 1935. Como en la anterior, las dificultades emanaron de las incompatibilidades legales —ya que España se negaba a reconocer el estatus de Nación Más Favorecida a Estados Unidos—, de las diferencias en el seno de ambas administraciones —sometidas paralelamente a presiones de sectores proteccionistas y aperturistas— y de las persistentes, pese a todo, tácticas dilatorias del gobierno español, que tan buen resultado le habían dado hasta entonces. A todo ello se añadió el problema del cambio de divisas, agravado significativamente a lo largo de 1935[87].

Ya a finales del año anterior, los retardos en las autorizaciones del COCM estaban obstaculizando no sólo la repatriación de fondos, sino las operaciones comerciales. Los importadores de productos estadounidenses tardaban una media de 70 días en obtener la autorización correspondiente. En febrero, la espera había subido a los 85 días, que ya eran 125 en mayo y 191 en septiembre. Para entonces había bloqueados, respecto a Estados Unidos, unos 158 millones de francos en operaciones comerciales y unos 80 en otro tipo de fondos, a los que habían de añadirse los ya mencionados 100 millones de beneficios de ITT. Las dificultades afectaban a la mayoría de las grandes potencias, pero Estados Unidos era la más perjudicada: en el otoño, el resto sufría retrasos de 132 días, mientras que los fondos bloqueados de Reino Unido eran de 144 millones de francos en operaciones comerciales y 27,5 en otro tipo de operaciones, y los de Francia eran, respectivamente, de 108 y 49,6 millones[88]. La única excepción era Alemania, con la que el 1 de enero de 1935 entró en vigor un acuerdo de cambios típico de la política financiera del III Reich, basado en pagos dobles, y que evitaba los retrasos[89]. En el Departamento de Estado comenzaron a preguntarse de nuevo si los diferentes plazos no eran síntoma de discriminación contra Estados Unidos, inquietud que también mostraron algunas empresas vinculadas con el comercio trasatlántico[90]. Bowers, proclive siempre a ver los problemas desde el prisma español[91], estuvo convencido en todo momento de que no había mala intención por parte de España, y su opinión acabó contagiando a los principales responsables de Washington. A sus ojos, las remesas hacia Norteamérica tardaban más porque había escasez de dólares; el COCM estaba, incluso, utilizando libras para cubrir sus operaciones en divisa estadounidense. Si alguien se tenía que sentir discriminada —aseguraba el Embajador— era Gran Bretaña que, a pesar de tener una balanza comercial negativa respecto de España, se veía condenada también a graves retrasos[92]. La solución de Bowers pasaba por acelerar al máximo posible las negociaciones de un acuerdo comercial, porque «más exportaciones españolas a los Estados Unidos (…), mejorarán sustancialmente la situación, al proveer de más dólares»[93].

Pero no todos estaban dispuestos a esperar tanto tiempo. En enero de 1935, el fundador de ITT, Sosthenes Behn, y uno de los máximos responsables de la empresa, Logan Rock, se personaron en Washington para tratar de resucitar la idea del crédito, avanzada meses atrás por Ara y Huete. El 21 de enero visitaron a Luis Calderón y al director de la DWEA, Jay P. Moffat, tras haber hecho partícipes de sus intenciones a Pedro Pan, Subgobernador del Banco de España, y al propio Huete[94]. Rock adujo que una buena manera de desbloquear las negociaciones comerciales podría ser mediante la concesión de un crédito a España. Cuando Moffat le preguntó «si se trataría de un préstamo privado», el directivo de ITT replicó que «los banqueros no estaban dispuestos a tocarlo y que tendría que ser un préstamo gubernamental». La proposición volvió a caer en saco roto; en Washington pensaban que «esto sólo conseguiría poner al gobierno en lugar de las compañías privadas americanas como ‘tenedores de la bolsa’, en forma de fondos bloqueados»[95]. Tampoco había sido práctica del gobierno americano, desde la aciaga experiencia de la I Guerra Mundial, convertirse en prestamista público de países europeos; y el siempre polémico New Deal no había llegado tan lejos como para justificar un cambio. Del lado español los ánimos tampoco eran muy optimistas: el ministro de Estado, Juan José Rocha, creía que un posible préstamo no haría sino entorpecer las ya de por sí difíciles conversaciones comerciales[96].

La primavera y el verano inspiraron un cierto cambio de opinión. En febrero llegaron a oídos de Bowers rumores de que España había estado aproximándose a Gran Bretaña y Francia para obtener de ellos un nuevo crédito, sin grandes resultados[97]. Las sospechas se acrecentaron el 21 de junio, cuando el director del Banco de la Reserva Federal de Nueva York, George L. Harrison, visitó al secretario del Tesoro, para comunicarle que el Banco de Francia estaba tratando de averiguar si España se encontraba negociando un nuevo préstamo a través de un consorcio americano de bancos. Harrison quería saber si el Tesoro había recibido alguna comunicación al respecto, a lo que Morgenthau contestó secamente que, si Francia deseaba cerciorarse, le preguntase directamente a su Departamento[98]. Morgenthau, que rumiaba ya entonces las mejores formas de utilizar recursos gubernamentales para aliviar la situación financiera de Europa, sabía que, de concluirse, cualquier crédito de España con un país europeo incluiría cláusulas para el desbloqueo de los fondos, que colocarían en mayor desventaja a unos exportadores estadounidenses poco dispuestos a volver a perder cuota de mercado; si con respecto al año anterior, en 1931 y 1932 las exportaciones norteamericanas a España habían descendido un 41 y un 21%, respectivamente, en los dos años siguientes subieron un 15 y un 24%, y se deseaba mantener la tendencia[99]. Por otra parte, entre febrero y abril cundió cierto pánico entre algunos exportadores de tabaco estadounidenses, ante la posibilidad de que España les aplicase para el año 1935 una tasa de cambio que convertiría los cigarrillos americanos en un producto de lujo, fuera del alcance de la gran mayoría de españoles[100].

Los nervios en Washington coincidieron en Madrid con la llegada al Ministerio de Hacienda de Joaquín Chapaprieta, que entre septiembre y diciembre compatibilizaría el cargo con la presidencia del Consejo de Ministros. Este representante de la derecha republicana supo presentarse ante la mirada de los diplomáticos extranjeros como un financiero solvente, empeñado en resolver el contencioso del cambio. Buscando dotar de credibilidad a esta imagen, nada más tomar posesión de su cartera inició una serie apresurada de reformas: buscando atraer capitales extranjeros, anunció en junio que cualquier inversor que decidiera, a partir de ese momento, colocar sus fondos en España, no tendría problemas para repatriarlos en un futuro. El debilitamiento de la libra, la ruptura del bloque del oro y las murmuraciones acerca de una posible devaluación del franco generaron la ilusión de que España podía atraer capitales con los que aliviar el atasco del COCM[101]. Asimismo, Chapaprieta trató de ganar tiempo facultando al Centro para emitir una especie de pagarés que los exportadores pudieran descontar en el extranjero antes de obtener el permiso para su transacción, y haciéndole asumir una potencial subida en el precio del producto entre el momento de la solicitud y de la venta[102]. Por otra parte, en julio se produjo una ruptura temporal de las relaciones comerciales franco-españolas, que por primera vez desde 1931 podía dotar de cierta ventaja a los Estados Unidos. En una llamada telefónica, Harrison le hizo de hecho saber a Morgenthau que «en tanto que estén rotas podría ser una buena oportunidad para él [Cordell Hull] de avanzar en su tratado con España»[103].

Morgenthau se había adelantado; el 22 de junio se ordenó al secretario Financiero de la Embajada de Estados Unidos en París, Horace Merle Cochran —que en 1939 acabaría convertido en asesor del secretario del Tesoro— que se desplazase a España al objeto de hacer un informe sobre su situación monetaria[104]. Bowers no fue informado de la visita, que a todas luces iba dirigida a conocer la solvencia del país, con la mirada puesta en un posible empréstito. Entre esa fecha y el 17 de julio, Cochran visitó Madrid, Barcelona, Toledo y Sevilla, entrevistándose con el Subgobernador Pedro Pan, así como con representantes, entre otros, del Banco Hispanoamericano, el Banco Urquijo, la ITT y la International Banking Corporation. Sus conclusiones resultaron bastante alentadoras: pese a las secuelas de la revolución de 1934, consideraba que el país había entrado finalmente en la vía de la consolidación política. España había capeado también con cierta soltura los vendavales de la depresión, y aunque tenía potencial de mejora, sus cifras de desempleo estaban contenidas. El sistema bancario llevaba años libre de quiebras, el déficit presupuestario se cubría con deuda a largo plazo, la peseta se encontraba apegada al franco —por lo que no fluctuaba— y el Banco de España contaba con importantes reservas de oro. El único problema radicaba en el permanente déficit de la balanza de pagos, que no había logrado solventarse mediante la política comercial, y había llevado a la inoperatividad al COCM.

El cénit del viaje llegó durante la entrevista con Pedro Pan, que retomó el tema de un posible préstamo estadounidense, de carácter público. Aventuró la cifra de 2.000 millones de francos —unos 130 millones de dólares— por cinco años renovables, garantizados por la solvencia del gobierno, de la misma manera que el fallido crédito Morgan. Más tarde, Pan subiría el montante a 200 millones de dólares, y ofrecería como garantía bonos-oro y bonos-plata, aparte de determinadas cantidades de oro y plata almacenadas en el Banco de España, que no serían trasladadas[105]. En su informe, Cochran se mostró bastante receptivo:

Los banqueros americanos no están claramente dispuestos a llevar a cabo una emisión de bonos en Estados Unidos y se oponen a cualquier crédito a corto o medio plazo, salvo si se garantiza con oro trasladado a Londres. Si alguna agencia del gobierno americano está interesada o pudiera tener en cuenta la propuesta, sin requerir movimiento de oro, España daría la bienvenida a la ayuda y a ello seguirían, sin duda, concesiones comerciales. Por sí solo, este crédito no resolvería el problema del cambio en España de forma permanente. Por otro lado, el buen crédito de España, su situación general, su oro y recursos naturales, la ausencia de endeudamiento exterior y su potencial como campo para las exportaciones americanas, ponen a este país, quizás, como el prestatario de menor riesgo en Europa, siempre que estemos interesados en prestar a Europa, como nuestra posición acreedora nos permite[106].

Morgenthau y Cochran se encontraban en perfecta sintonía. El secretario del Tesoro había decidido aprovechar el problema español para ahondar en el tímido giro aperturista del año anterior. Sin embargo, las complicadas dinámicas de funcionamiento de la administración Roosevelt les incitaron a no desvelar sus intenciones al resto de implicados, y el plan acabó muriendo entre las rencillas intergubernamentales de ambos lados del Atlántico. Las dudas se manifestaron en primer lugar en la orilla europea: por una parte, Chapaprieta había comunicado a Sosthenes Behn el 10 de julio que, de momento, no estaba interesado en un préstamo estadounidense, ya que confiaba en un nuevo crédito por parte de Francia[107]. Pese a esto, pocos días después Pedro Pan volvió a sacar el tema ante al Agregado Comercial, haciendo que Bowers se enterase de las gestiones de Cochran y suscitando su indignación[108]. Aunque desde Washington tranquilizaron al Embajador, la Oficina del consejero Económico del Departamento, dirigida por Herbert Feis, se dejó llevar por cierto nerviosismo. Desconocedores del plan de Morgenthau, procedieron a recopilar toda la información disponible sobre los fondos bloqueados en España, mientras procuraban evitar que el tema perjudicase las negociaciones comerciales, que iban bien encaminadas, pero donde la susceptibilidad corría a raudales por ambas partes. A mediados de septiembre lograron algo de tiempo, y tras consultas con el Departamento del Tesoro, se dieron a Bowers unas instrucciones poco precisas: se le indicaba que procurara «retrasar cualquier discusión acerca de un arreglo financiero hasta que se completasen las negociaciones comerciales»; pero también se le decía que no se podía «ser muy concluyentes acerca de ninguna declaración, en este momento, sobre la posibilidad de un crédito en ayuda del gobierno español, pero existen ciertas limitaciones claras y fuertes». Entre ellas destacaba el hecho de que «tal posibilidad debería considerarse con seriedad y requería mucha consulta entre Departamentos»[109].

Eso es precisamente lo que ocurrió en las semanas siguientes. El Export-Import Bank, consultado por el Departamento de Estado, consideró que España contaba con reservas suficientes de oro como para cubrir cualquier déficit, y lo que había de hacer era movilizarlas[110]. No fue hasta el 1 de noviembre cuando Morgenthau enseñó casi todas sus cartas al Departamento de Estado, aprovechando una visita del director de la DWEA, James C. Dunn, para ponerle al día de la situación europea. Justo antes de partir, el jefe del Tesoro le comunicó que había llegado el momento de hacer un préstamo a algún país europeo, «pues estamos acaparando rápidamente el oro y la plata del mundo, y nos toca hacer algo al respecto». De hecho, creía que el ExIm Bank debía abandonar las «ideas superfluas», y convertirse en una institución bajo control del Tesoro y del Gobierno, dedicada a un nuevo tipo de operaciones. Y España, después del informe de Cochran, parecía el mejor lugar para comenzar. Dunn le contestó que Estado no deseaba mezclar las cuestiones comerciales con las financieras, y Morgenthau le propuso esperar a concluir el acuerdo mercantil antes de avanzar por la senda del préstamo. Algo a lo que el de la DWEA no se opuso, sin saber que estaba haciéndole el juego a su interlocutor, porque como confió a su diario, en el Tesoro «preferimos hacer el préstamo como un asunto estrictamente financiero, y de forma completamente independiente a cualquier tratado comercial». En ello no seguían sino la misma tónica inaugurada durante 1927, cuando ese Departamento se había negado a vincular el primer crédito Morgan con los manejos de Estado. Lo que más le preocupaba a Morgenthau era la actitud de Henry Wallace, todavía secretario de Agricultura, «que está a favor de efectuar préstamos, pero quiere ligarlos estrechamente al arancel». Acababa sus reflexiones asegurando que: «Ahora llevaré la idea del préstamo a España al presidente»[111].

Si el asunto llegó a manos de Roosevelt, el resultado no favoreció al secretario del Tesoro. Por otra parte, en España parecía haber desde el principio también una diferencia de criterios entre el Banco de España y los funcionarios del Ministerio de Estado. El Embajador Calderón había escrito en julio una carta personal a José María Aguinaga, subsecretario de Estado, haciéndole partícipe de sus dudas respecto a cualquier crédito, sobre todo si se concluía paralelamente a un convenio comercial: le preocupaba si «lo del crédito no establecería un precedente para otros países, e incluso fuese un arma o condición para la firma de convenios comerciales con nosotros». Tampoco tenía claro si convenía más un préstamo privado o uno público, y pedía a sus superiores que, antes de tomar una decisión al respecto, le escuchasen personalmente en Madrid, como finalmente ocurrió[112]. Al final, la muerte del proyecto de Morgenthau se escenificó el 17 de enero de 1936, cuando recibió en su despacho a Sosthenes Behn y Frank Page, de la ITT. Éstos se habían personado allí para interesarse por el asunto, y se encontraron con que el secretario del Tesoro descolgó el teléfono para llamar a Dunn, y hacerle testigo de la conversación. Con el director de la DWEA al otro lado de la línea, Morgenthau declaró ante Behn que la cuestión del préstamo quedaba abandonada en tanto no se concluyeran las negociaciones comerciales. No obstante, el Tesoro no tenía nada que decir si eran ciudadanos privados los que deseaban poner el dinero[113].

5. En busca de un préstamo privado (1936)

Los responsables del Banco del España y el COCM no esperaron a agotar la vía del crédito público para acercarse a instituciones privadas de diversos países. Para avalarlo se confiaba en el resultado de una operación que formaba también parte de las reformas intentadas por Chapaprieta: la reconversión de los bonos-oro al 6% emitidos en 1929 por Calvo Sotelo. Un total de 280 millones de pesetas se liquidaron con pesetas-plata, y sólo los 20 millones de bonos tenidos por extranjeros se cambiaron por bonos-oro al 4%. Los bonos recuperados se transformaron también al nuevo papel al 4%, con la idea de utilizarlos como garantía sobre los créditos a solicitar en entidades extranjeras[114]. A finales de septiembre, Pedro Pan estuvo en París para contactar con distintas instituciones bancarias. Habló directamente con representantes de Morgan y del National City Bank sobre un crédito de 40 millones de dólares, y a través de un intermediario trató incluso de apuntar ante el Citybank una cifra muy superior: 150 millones. Los banqueros parecían dispuestos a considerar la operación, pero no si se garantizaba con los bonos, sino con oro desplazado a Londres, como se había hecho en 1930 con el crédito del Banco de Pagos. Hablando con empresarios estadounidenses, Pan creyó que podría tener mejor suerte yendo a Estados Unidos a negociar, pero el viaje nunca se produjo; sí que hubo contactos con banqueros franceses e ingleses, que arrojaron el mismo resultado[115].

La situación empeoró para el gobierno español y para los intereses americanos a comienzos de 1936. La dilación del COCM en conceder los permisos levantó protestas cada vez más sonoras de Gran Bretaña y Francia, que no entendían por qué se retenían las operaciones en francos y libras cuando su comercio con España arrojaba superávit para ésta. El gobierno de Portela Valladares se vio obligado a negociar, todavía con Chapaprieta en Hacienda, acuerdos de cambios con ambas potencias, que en el caso de Francia sirvieron para terminar igualmente con la guerra arancelaria arrastrada desde el verano. De los dos convenios, el francés, concluido el 21 de diciembre, era el más oneroso, ya que España se comprometía a liquidar todos los atrasos en un plazo de tres meses. En el caso británico —6 de enero de 1936— se establecía simplemente que todas las libras obtenidas de operaciones comerciales con el Reino Unido se destinarían a paliar los atrasos con ese país, sin posibilidad de usarlas, como hasta ese momento, para desbloquear operaciones con terceros[116]. Para Madrid empezaba una nueva carrera contra el reloj destinada a encontrar los fondos necesarios para cumplir, entre otras cosas, con el compromiso adquirido con Francia. En Washington, la conclusión en octubre de 1935 de un borrador de acuerdo comercial hispano-estadounidense había elevado las expectativas. Sin embargo, del lado español no se había movido ficha para su ratificación, y ahora corría el riesgo de agravarse el ya de por sí delicadísimo asunto del cambio. Con las libras bloqueadas para los pagos al Reino Unido, los permisos para los importadores de productos norteamericanos se dilataron todavía más, alcanzando una media de 331 días de espera en marzo de 1936[117]. Todo ello en medio de un vendaval político caracterizado por la inoperancia del gobierno de Portela, una puerta a las elecciones del 16 de febrero de 1936, que dieron paso, tres días después, a la formación del cuarto gobierno de Manuel Azaña.

Con el nuevo ejecutivo murieron los últimos intentos de encontrar dinero en el extranjero. Chapaprieta había logrado en diciembre, por fin, un préstamo de 10 millones de libras contra sus bonos, coordinado por el Mendelssohn Bank de Amsterdam; sin embargo, su sucesor en Hacienda decidió no darle curso. No obstante, el 3 de marzo Blas Huete se entrevistó en Madrid con el noble francés Georges de Castellane, que representaba los intereses del Bankers Trust norteamericano. Para entonces, España se había visto obligada ya a desplazar, muy a su pesar, 150 millones de francos en oro a Francia para obtener un préstamo con el que cubrir los atrasos cuya liquidación se había prometido en diciembre; no tardarían tampoco en salir algunas remesas con destino a la capital inglesa —entre enero y junio de 1936, las reservas de oro del Banco de España disminuyeron de 735 a 718 millones de dólares—. Castellane ofreció un posible crédito de entre 80 y 100 millones de dólares, por dos años y garantizado en oro, a un tipo bajo de interés. Huete trató de introducir sus bonos, y ante la negativa del interlocutor, dijo que el oro podría acabar desplazándose tras el vencimiento del préstamo. La impresión era que el COCM no se resistiría ya mucho a seguir drenando sus reservas de metal precioso, y Castellane, tras consultar con sus superiores, afirmó que su banco «estaría definitivamente interesado en la proposición». El agregado comercial se mostró entusiasmado: «El asunto, en su totalidad, es de un interés excepcional, y en el difícil caso de que fuera posible conducir las negociaciones hacia el éxito, proporcionaría, al menos temporalmente, una solución al problema del cambio»[118].

El nuevo presidente del gobierno no se vio capaz de hallar ninguna solución siquiera medianamente satisfactoria para el bloqueo del Centro Oficial, y se vio condenado al inmovilismo. De poco servía que en Washington quisieran condicionar el acuerdo comercial a la obtención de la imposible promesa de que no aumentarían los retrasos en los permisos de cambio[119]. Cuando el 15 de abril presentó su programa ante las Cortes, Azaña admitió que la situación resultaba extremadamente delicada, y parecía abierto a cualquier tipo de medida[120]. El encargado de Negocios de Estados Unidos, Hallett Johnson, se mostró incluso optimista: «Los puntos de vista del primer ministro son bien conocidos, y se abren mejores perspectivas para el progreso en la situación del cambio»[121]. Pero ninguna de las opciones parecía buena: la ortodoxia financiera había impregnado hasta tal punto a todos los sectores que una devaluación parecía imposible, por lo que suponía de poner fin a la quimera de estabilizar la moneda a un tipo de cambio solvente. El oro seguía viéndose como un elemento de prestigio, que había de conservarse a toda costa. Los créditos extranjeros eran observados por los apoyos del nuevo ejecutivo con las mismas sospechas que en abril de 1931 habían acompañado la cancelación del crédito Morgan. El callejón sin salida lo había dibujado con precisión un editorial de El Sol escrito tras la resaca de las elecciones de febrero:

Con buena intención, con el deseo de dejar al tiempo, siguiendo lo que es costumbre tradicional entre nosotros, la difícil tarea de arreglar todas las dificultades económicas de cierta contingencia, el problema del cambio lo han ido arrumbando en un rincón de la mesa cuantos estaban obligados a resolverlo. El último que se lo encontró de pronto, sin comerlo ni beberlo, procuró hilvanar soluciones, tantear salidas. No le dieron tiempo para madurar un plan completo. Llega este instante, y ya no caben ni subterfugios ni habilidades dilatorias. El problema se presenta en toda su integridad y sin admitir nuevas esperas. Hay que pagar. Esa es la gran verdad. Y a la vez que hay que pagar, se crea la lamentable complicación de tener que pagar en oro. La línea de resistencia que había impedido en toda ocasión usar del sistema clásico se rompe ahora. Y se rompe tarde y con daño. Lo más lamentable no es eso. Sino que nada se arregla ya con esta solución, que es una sangría, grande o pequeña, en nuestras reservas oro. Habrá que pagar a Francia. Y habrá que pagar a los demás. Pero aun liquidando todos los atrasos, el problema del cambio no estará resuelto, como hemos dicho una y mil veces. Y quedará como tarea final la de dar una solución a la causa matriz, solución que seguramente no será del agrado de nadie, que tendrá en sí el germen de la impopularidad máxima. Insistiremos en nuestro constante punto de vista. Aun yendo a un reajuste de la peseta, tampoco habremos hallado la solución. Porque la anestesia de una baja de cambio evitará algunos dolores, pero no curará el mal, no alejará la necesidad de producir un reajuste en todo nuestro complejo económico. Antes de hacer nada, antes de dar soluciones simplistas y orientadas solamente por una dirección, no olvidemos esta advertencia. Que hay que tocar varias soluciones conjuntas, eslabonadas, combinadas, que se complementen, dando el fruto más eficiente. Que el problema del cambio en España no es un problema sólo financiero, sino más bien económico[122].

Aunque la llegada del verano hacía cada vez más plausible —por perentoria— alguna decisión radical, tampoco extraña que el enrarecimiento del clima político llevara tanto a Azaña como a Casares Quiroga a dilatar cualquier opción. La sublevación del 17 de julio supuso una cesura y un cambio total de condiciones. No hubo ni préstamo americano, ni acuerdo comercial hispano-estadounidense.

6. Coda

El 11 de febrero de 1935, Sosthenes Behn obtuvo en Madrid una interesante información de manos de un importador español. Éste había adquirido tabaco norteamericano por valor de 300.000 dólares, y se estaba viendo sometido a los habituales retrasos del COCM para emitir sus licencias de cambio. Se le ocurrió, entonces, una idea que sometió al propio Centro: «solicitó permiso para usar las pesetas provenientes de la compra aquí de mercancías para su exportación, utilizando los beneficios como pago del tabaco comprado previamente». Los sistemas dobles de pago, que evitaban el movimiento de divisas y las posibles alteraciones en su cotización, tenían una larga historia en las relaciones hispano-estadounidenses, que se remontaba al año 1918, y se estaban reviviendo, a nivel internacional, como consecuencia de la Gran Depresión. Por ello, el comerciante español debió pensar que los responsables del Banco de España no tendrían muchos inconvenientes en aceptar el trato. Sin embargo, respondieron «que antes no habían permitido operaciones compensatorias, y que eran reacios a hacerlo ahora»[123]. En el COCM sospecharon, con cierta razón, que si el método se extendía, acabarían perdiendo el control de las transacciones, ya que una gran parte de los importadores y exportadores se pondrían de acuerdo para bloquear sus propias transacciones, disminuyendo el escaso flujo de moneda extrajera que servía de exigua tabla de salvación para asegurar los suministros vitales del país.

Pese a su rechazo, la propuesta no dejaba de tener su significación, ya que, en tiempos de la II Guerra Mundial, y con la experiencia de los años de la II República y la Guerra Civil a sus espaldas, los empresarios y funcionarios estadounidenses relacionados con España recuperarían ideas como la mencionada, al objeto de desarrollarlas, al margen de los circuitos gubernamentales españoles[124]. Esto permite aventurar que, más allá de las alteraciones que en la historia interior e internacional de España pudieran causar los hechos desatados en julio de 1936, no deben despreciarse en absoluto las significativas continuidades que existen entre ambos lados de esa coyuntura, y que han sido apuntadas ya en la introducción. Cambió el régimen, y con la caída de la República desaparecieron de la escena muchos de los protagonistas españoles de las relaciones bilaterales; pero otros, públicos y privados, individuales e institucionales, continuaron en sus posiciones, haciendo que la experiencia de los años treinta no quedase olvidada en ninguna de las dos orillas del Atlántico, permaneciendo lista para ser utilizada tan pronto como se presentara la oportunidad.
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